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SECCIÓN I.
COMPARECENCIA.



La identificación de los comparecientes se hará con los documentos legales pertinentes, dejando
testimonio de cuáles son éstos. Sin embargo, en caso de urgencia a falta del documento especial
de identificación, podrá el Notario identificarlos con otros documentos auténticos, o mediante la fe
de conocimientos por parte suya. Y cuando fuere el caso, exigirá también la tarjeta militar.

Circular No. 3296 de 2019 de la Superintendencia de Notariado y Registro.

“El sistema de identificación biométrica en línea ha sido implementado al amparo del marco
jurídico colombiano, con el objeto de asegurar la seguridad y confiabilidad de los actos y
trámites que requieren de la obtención de la huella dactilar como medio de identificación
inmediato de la persona, siempre que éstos estén previstos en la ley y se adelanten por medios
electrónicos que garanticen la interoperabilidad para cotejar la identidad del titular de la huella
con la base de datos de la Registraduría Nacional del Estado Civil.

De manera que al ser eliminada de manera expresa la huella dactilar en todo acto, trámite,
procedimiento o actuación, se incorporó una prohibición de exigir requisitos o exigencias de
este tipo en el ejercicio de actividades, derechos o cumplimiento de obligaciones, salvo cuando
las mismas se encuentren expresamente autorizadas por la Ley. Razón suficiente para que esta
Superintendencia dentro del marco de sus competencias de inspección, vigilancia y control
sobre el servicio público notarial, procediera a impartir las directrices e instrucciones
necesarias para asegurar que de manera excepcional en aquellos actos descritos en el artículo
17 ibidem, y que se relacionan con la función fedataria, fuera exigible la obtención de la huella
dactilar como medio de identificación inmediato de la persona.

 

Decreto 1069 de 2015.

ARTÍCULO 24.
IDENTIFICACIÓN DE
COMPARECIENTES.
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“Artículo 2.2.6.1.2.1.4. Identificación en caso de urgencia. En caso de urgencia, calificada por el
notario, el compareciente que carezca de documento de identificación legal pertinente podrá
identificarse con otros documentos auténticos, o mediante la fe de conocimiento personal del
notario.”

Circular No. 834 de 2015 de la Superintendencia de Notariado y Registro.

“El proyecto de identificación y autenticación biométrica en línea, en la actualidad se encuentra
en un proceso de implementación, como resultado de una decidida y contundente intervención
del Gobierno Nacional, que tras una gestión orientada a proteger los intereses del ciudadano
como eje central y esencial del servicio notarial, en orden a contrarrestar los crecientes
fenómenos de suplantación y falsedad en documento público, ha logrado la materialización de
las políticas impulsadas en materia de seguridad y confiabilidad. Logro que fue posible por el
compromiso constante del notariado con el país y la responsabilidad social que siempre les ha
caracterizado en la guarda de la fe pública, y que, tras un esfuerzo sin antecedentes, permite
que el proyecto de biometría en línea sea hoy una realidad, que posiciona al notariado
colombiano como primero en el mundo en adoptar este sistema.

Con el mandato previsto en el artículo 18 del Decreto Ley 019 de 2012, y por el cual las
entidades públicas y particulares que ejercen funciones públicas, deben contar con medios
tecnológicos de interoperabilidad para cotejar la identidad del titular de la huella con la base de
datos de la Registraduría Nacional del Estado Civil, en los actos o tramites en los cuales
corresponde exigir la huella dactilar como medio de identificación inmediato de la persona, se
hace necesario adoptar por esta Delegada para el Notariado, todas las medidas de orden
administrativo, necesarias para la verificación del cumplimiento de tal presupuesto.

A partir del 30 de septiembre de 2015, se adelantarán visitas y/o requerimientos formales a
cada uno de los despachos notariales, para constatar el cumplimiento de las obligaciones
previstas en el artículo 18 ibidem, y la Resolución 6467 de 2015, con todo esto se busca
garantizar prestación del servicio notarial, en los términos dispuestos en el Decreto Ley 019 de
2012.”

Ley 019 de 2012.

“Artículo 17. Eliminación de huella dactilar. Suprímase el requisito de imponer la huella dactilar
en todo documento, trámite, procedimiento o actuación que se deba surtir ante las entidades
públicas y los particulares que cumplan funciones administrativas. Excepcionalmente se podrá
exigir huella dactilar en los siguientes casos:

1. Servicios financieros de entidades públicas



2. Trámites propios del sistema general de seguridad social en pensiones

3. Trámites ante registro públicos

4. Trámites relacionados con el pasaporte y la cédula de extranjería

5. Visas y prórrogas de permanencia

6. Escrituras públicas

7. Visita a internos e internas en establecimientos de reclusión del instituto nacional
penitenciario y carcelario -INPEC-

8. Cédula de ciudadanía y tarjeta de identidad

9. Autorización para salida de menores de país

10. Cesión de derechos

11. Comercio de armas, municiones y explosivos

12. Otorgamiento de poderes

13. Registros delictivos

14. Trámites para el registro de víctimas y ayuda humanitaria

En todo caso la exigencia de la huella dactilar será remplazada por su captura mediante la
utilización de medios electrónicos conforme a lo previsto en el presente decreto.

Artículo 18. Verificación de la huella dactilar por medios electrónicos. En los trámites y
actuaciones que se cumplan ante las entidades públicas y los particulares que ejerzan
funciones administrativas en los que se exija la obtención de la huella dactilar como medio de
identificación inmediato de la persona, ésta se hará por medios electrónicos. Las referidas
entidades y particulares contarán con los medios tecnológicos de interoperabilidad necesarios
para cotejar la identidad del titular de la huella con la base de datos de la registraduría
nacional del estado civil.

Si el trámite no requiere de la identificación inmediata de la persona, la autoridad o el
particular encargado de funciones administrativas coordinarán con la registraduría nacional del
estado civil el mecanismo de verificación de la información requerida.

Cuando por razones físicas la persona que pretenda identificarse no pueda imponer la huella
dactilar o esta carezca de calidad suficiente para identificarla, la verificación de la identidad se
hará mediante la comparación de su información biográfica con la que reposa en la base de
datos de la registraduría nacional del estado civil. De igual forma se procederá para identificar



a personas menores de siete (7) años, caso en el cual deberá acompañarse copia del registro
civil de nacimiento.

La comprobación de identidad a través de la registraduría nacional del estado civil no tendrá
costo para la entidad pública o el particular que ejerza funciones administrativas

Parágrafo 1. La identificación mediante la obtención electrónica de la huella dactilar no excluye
la presentación del documento de identidad. En caso de que la persona no tenga documento de
identidad, el requisito se surtirá con la exhibición de comprobante del documento en trámite,
expedido por la registraduría nacional del estado civil, el cual se presume auténtico.

Parágrafo 2. Cuando sea necesario, y con el fin de obtener la huella dactilar en sitios distintos a
su sede operativa, las autoridades o los particulares en ejercicio de funciones administrativas
podrán incorporar mecanismos móviles de obtención electrónica remota de la huella dactilar.
Las notarías del país están obligadas a contar con sistemas de obtención electrónica remota de
la huella dactilar.

Parágrafo 3. Para los efectos de este artículo, entiéndase que el documento de identidad es la
cédula de ciudadanía, la cédula de extranjería, la tarjeta de identidad o el pasaporte si el
nacional que se identifica se encuentra en el exterior.

Parágrafo 4. Los particulares que prestan servicios públicos podrán incorporar mecanismos de
obtención electrónica de la huella dactilar de usuarios, clientes o consumidores cuando resulte
indispensable para evitar suplantaciones o fraudes, e interoperar con la base de datos de la
registraduría nacional del estado civil para verificar su identidad.

Parágrafo transitorio. Las obligaciones a que se refiere este artículo serán exigibles a las
autoridades públicas y a los particulares que cumplan funciones administrativas a partir de las
siguientes fechas:

1. Para las autoridades o particulares que cumplen funciones administrativas en los distritos y
municipios de categoría especial, primera y segunda, así como para las oficinas consulares de
la república de Colombia, a partir del 1 de julio de 2012.

2. Para las autoridades o particulares que cumplen funciones administrativas, ubicados en los
distritos y municipios de categoría tercera y cuarta, a partir del 1 de enero de 2013.

3. Para las autoridades o particulares que cumplen funciones administrativas, ubicadas en los
distritos y municipios de categoría quinta y sexta, a partir del 1 de julio de 2013.

4. Para el instituto nacional penitenciario y carcelario INPEC, a partir del 1 de julio de 2013.”

Decreto 2148 de 1983.



“Artículo 11. En caso de urgencia, calificada por el notario, el compareciente que carezca de
documento de identificación legal pertinente podrá identificarse con otros documentos
auténticos o mediante la fe de conocimiento personal del notario.”

“Artículo 25. El notario no permitirá el otorgamiento del instrumento cuando no se le
compruebe la definición de la situación militar por los comparecientes que de acuerdo con
normas legales deban cumplir este requisito, salvo en lo relacionado exclusivamente con el
estado civil. Cuando se actúe por poder, tal circunstancia debe constar en él certificada por
quien lo autentique, a menos que se acredite en el momento de suscribir la escritura.”

Sentencia T-1136 de 2001. Magistrado Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.

“Si bien es cierto que, el artículo primero de la Ley 39 de 1961, expresa en su tenor literal, que:
“los mayores de 18 años sólo podrán identificarse con la cédula de ciudadanía laminada”,
también es cierto que la norma en comento ha sido modificada por otras normas posteriores,
en cuanto a que, ya no es el único documento que sirve para identificar a los ciudadanos en
todos sus actos, como lo preceptúa la citada ley; pues tenemos que el artículo 24 del Decreto –
Ley 960 de 1970, expresa que: la identificación de los comparecientes se hará con los
documentos legales pertinentes dejando testimonio de cuales son estos, sin embargo, en caso
de urgencia, a falta de documento especial de identificación podrá el notario identificarlos con
otros documentos auténticos o mediante fe de los conocimientos de parte suya.”

(…)

“Igualmente el Código de Procedimiento Civil deja abierta la posibilidad de que en ciertas
circunstancias puede aceptarse la identificación de los ciudadanos con medios probatorios
distintos de la cédula de ciudadanía, cuando al tratar de la declaración de terceros, expresa el
Art. 227 que: presente e identificado el testigo, el juez exigirá… ya que no establece que
esencialmente sea con cédula de ciudadanía, si se trata de colombianos mayores de 18 años.

la expedición de los documentos de identidad no es una actividad de la administración iniciada
en ejercicio del derecho de petición, sino que obedece a un procedimiento preestablecido, que
básicamente, está sujeto a los principios de celeridad, eficiencia y eficacia que deben estar
presentes en todas las actividades de la administración para el cumplimiento de los fines del
Estado.

La Constitución y la ley han asignado a la cédula de ciudadanía, tres funciones particularmente
diferentes pero unidas por una finalidad común, cual es la de identificar a las personas, permitir
el ejercicio de sus derechos civiles y asegurar la participación de los ciudadanos en la actividad
política que propicia y estimula la democracia.”
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Sentencia T-578 de 1994. Magistrado Ponente: José Gregorio Hernández Galindo.

“Que los servidores públicos ejerzan su función sobre la base de la buena fe de los
administrados no es en modo alguno graciosa concesión otorgada por los primeros a los
segundos sino derecho de rango constitucional y, por tanto, regla de obligatoria observancia en
todo tipo de trámites y diligencias.

La vigencia del artículo 83 de la Carta ha implicado un cambio sustancial en el desarrollo de las
funciones estatales, ya que ha invertido los términos de relación, con miras a eliminar el
tradicional esquema de desconfianza y recelo que caracterizaba el comportamiento de las
autoridades respecto de los particulares. La carga de probar a cada paso la licitud y lealtad de
la propia conducta, que pesaba irremediablemente sobre quien actuara ante los entes oficiales
y que suponía el presupuesto de la mala fe, ha sido sustituida por la presunción contraria (la de
que toda persona actúa de tales casos la posible buena fe), quedando en cabeza del Estado y
de sus funcionarios la responsabilidad de desvirtuarla:

Las actuaciones de los particulares y de las autoridades deberán ceñirse a los postulados de la
buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante estas”. La
función pública ha sido puesta al servicio de los intereses colectivos y se ejerce en beneficio de
los asociados, no en su contra. De tal modo que, por tanto, que quienes la desempeñan no
tienen cometido (como suele creerse en algunas demostrar su validez dependencias) el de
obstaculizar y complicar la vida de las personas y su la facultad que normal actividad, sino el
de contribuir, dentro del ámbito de las atribuciones que a cada organismo y funcionario
corresponde, al desenvolvimiento armónico y ordenado de las múltiples relaciones propias de
la convivencia social.

Reitera la Corte lo ya afirmado por ella en Sentencia T-568 del 23 de octubre de 1992 en el
sentido de que “el ejercicio de la función estatal no contrapone ni enfrenta al ciudadano con la
autoridad, sino que, por el contrario, debe ser la ocasión para su acercamiento y mutua
colaboración en aras de los objetivos que identifican a todos los miembros de la colectividad.

(…)

“La perspectiva de la buena fe no puede perderse de vista cuando se trata del ejercicio de
actividades lícitas y permitidas pero que, por exigencia del legislador, están sujetas a la
regulación y al control de la autoridad.

Ha de entenderse en primer lugar que en tales casos la posibilidad de establecer permisos,
licencias, autorizaciones o requisitos está reservada a la ley, que puede hacer las
correspondientes exigencias directamente o autorizar que así se haga según expresos
mandatos constitucionales.

Partiendo del principio de la buena fe que, se repite, obliga a todo servidor público, tales
autoridades no pueden presumir la falsedad o la alteración del documento que se les presenta
y, por tanto, ni pueden exigir a su titular que adelante trámites enderezados a demostrar su



validez o autenticidad, ni les está permitido desconocer de facto las facultades que mediante el
acto administrativo le han sido conferidas.”



En la escritura se consignarán el nombre, apellido, estado civil, edad y domicilio de los
comparecientes. En caso de representación se expresará, además, la clase de ésta y los datos de
las personas naturales representadas como si comparecieran directamente, o de las personas
jurídicas tal como corresponda según la Ley o los estatutos, indicando su domicilio y naturaleza.

Decreto 1069 de 2015.

“Artículo 2.2.6.1.2.1.5. Suscripción de instrumentos fuera de la sede la notaría. Los
representantes legales de las entidades oficiales y particulares que tengan registrada su firma
en la notaría podrán ser autorizados por el notario para suscribir los instrumentos fuera del
despacho.”

“Artículo 2.2.6.1.2.1.7. Poder en documento privado. El poder otorgado por documento privado
deberá ser presentado personalmente o reconocido ante juez o notario, con las formalidades de
ley.”

“Artículo 2.2.6.1.2.1.8. Poder para enajenar inmuebles. Quien otorgue poder especial para
enajenar, grabar o limitar un inmueble, lo identificará con el número de la matrícula
inmobiliaria, nomenclatura o nombre y lugar de ubicación.”

“Artículo 2.2.6.1.2.1.9. Poder otorgado en el exterior. El poder o la sustitución del mismo,
conferido en el exterior para realizar actos notariales en Colombia, deberá ser autenticado en la
forma indicada en los artículos 65 y 259 del código de procedimiento civil o las normas que lo
deroguen, adicionen, modifiquen o complementen.”

Ley 1564 de 2012.

ARTÍCULO 25. DATOS
PERSONALES DE LOS
COMPARECIENTES.

https://compendio.notarial.com.co/uploads/images/gallery/2023-11/ITqnormas-1.png


“Artículo 54. Comparecencia al proceso. Las personas que puedan disponer de sus derechos
tienen capacidad para comparecer por sí mismas al proceso. Las demás deberán comparecer
por intermedio de sus representantes o debidamente autorizadas por estos con sujeción a las
normas sustanciales.

Cuando los padres que ejerzan la patria potestad estuvieren en desacuerdo sobre la
representación judicial del hijo, o cuando hubiere varios guardadores de un mismo pupilo en
desacuerdo, el juez designará curador ad ítem, a solicitud de cualquiera de ellos o de oficio.

Las personas jurídicas y los patrimonios autónomos comparecerán al proceso por medio de sus
representantes, con arreglo a lo que disponga la Constitución, la ley o los estatutos. En el caso
de los patrimonios autónomos constituidos a través de sociedades fiduciarias, comparecerán
por medio del representante legal o apoderado de la respectiva sociedad fiduciaria, quien
actuará como su vocera.

Cuando la persona jurídica demandada tenga varios representantes o apoderados distintos de
aquellos, podrá citarse a cualquiera de ellos, aunque no esté facultado para obrar
separadamente. Las personas jurídicas también podrán comparecer a través de representantes
legales para asuntos judiciales o apoderados generales debidamente inscritos.

Cuando la persona jurídica se encuentre en estado de liquidación deberá ser representada por
su liquidador.

Los grupos de personas comparecerán al proceso conforme a las disposiciones de la ley que los
regule.

Los concebidos comparecerán por medio de quienes ejercerían su representación si ya
hubiesen nacido.”

“Artículo 58. Representación de personas jurídicas extranjeras y organizaciones no
gubernamentales sin ánimo de lucro. La representación de las sociedades extranjeras con
negocios permanentes en Colombia se regirá por las normas del código de comercio.

Las demás personas jurídicas de derecho privado y las organizaciones no gubernamentales sin
ánimo de lucro con domicilio en el exterior que establezcan negocios o deseen desarrollar su
objeto social en Colombia, constituirán apoderados con capacidad para representarlas
judicialmente. Para tal efecto protocolizarán en una notaría del respectivo circuito la prueba
idónea de la existencia y representación de dichas personas jurídicas y del poder
correspondiente. Además, un extracto de los documentos protocolizados se inscribirá en la
oficina pública correspondiente.

Las personas jurídicas extranjeras que no tengan negocios permanentes en Colombia estarán
representadas en los procesos por el apoderado que constituyan con las formalidades previstas
en este código. Mientras no lo constituyan, llevarán su representación quienes les administren
sus negocios en el país.”



“Artículo 74. Poderes. Los poderes generales para toda clase de procesos solo podrán
conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios procesos podrá conferirse
por documento privado. En los poderes especiales los asuntos deberán estar determinados y
claramente identificados.

El poder especial puede conferirse verbalmente en audiencia o diligencia o por memorial
dirigido al juez del conocimiento. El poder especial para efectos judiciales deberá ser
presentado personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o notario. Las
sustituciones de poder se presumen auténticas.”

Ley 455 de 1998.

“Artículo 1. La presente Convención se aplicará a documentos públicos que han sido ejecutados
en el territorio de un Estado contratante y que deben ser exhibidos en el territorio de otro
Estado contratante.”

“Artículo 2. Cada estado contratante eximirá de legalización los documentos a los que se aplica
la presente Convención y que han de ser presentados en su territorio. A efectos de la presente
Convención, la legalización significa únicamente el trámite mediante el cual los agentes
diplomáticos o consulares del país en donde el documento ha de ser presentado certifican la
autenticidad de la firma, a qué título ha actuado la persona que firma el documento y, cuando
proceda, la indicación del sello o estampilla que llevare.”

“Artículo 3. El único trámite que podrá exigirse para certificar la autenticidad de la firma, a qué
título ha actuado la persona que firma el documento y, cuando proceda, la indicación sello o
estampilla que llevare, es la adición del certificado descrito en el artículo 4o., expedido por la
autoridad competente del Estado de donde emana el documento.

Sin embargo, no puede exigirse el trámite mencionado en el párrafo anterior cuando ya sea las
leyes, reglamentos o práctica en vigor donde el documento es exhibido o un acuerdo entre dos
o más Estados Contratantes la han abolido o simplificado o dispensado al documento mismo de
ser legalizado.”

“Artículo 4. El certificado mencionado en el primer párrafo del artículo 3o. será colocado en el
documento mismo o en un “otrosí”; su forma será la del modelo anexado a la presente
Convención.

Sin embargo, podrá ser redactado en el idioma oficial de la autoridad que lo expide. Los
términos corrientes que aparezcan en dicho certificado podrán estar redactados también en un
segundo idioma. El título “Apostille (Convention de La Haye du 5 octubre 1961)” estará escrito
en francés.”



“Artículo 5. El certificado será expedido a solicitud de la persona que hubiere firmado el
documento o de cualquier portador. Cuando estuviere debidamente llenado, certificará la
autenticidad de la firma, a qué título ha actuado la persona que firma el documento y, cuando
proceda, la indicación del sello o estampilla que lleva el documento.”

Decreto 2148 de 1983.

“Artículo 14. El poder otorgado por documento privado deberá ser presentado personalmente o
reconocido ante juez o notario, con las formalidades de ley.”

“Artículo 15. Modificado. Decreto 231 de 1985 Quien otorgue poder especial para enajenar,
gravar o limitar un inmueble, lo identificará con el número de la matrícula inmobiliaria,
nomenclatura o nombre y lugar de ubicación.”

“Artículo 16. El poder o la sustitución de este, conferido en el exterior para realizar actos
notariales en Colombia, deberán ser autenticados en la forma indicada en los artículos 65 y 259
del Código de Procedimiento Civil.”

Código Civil.

“Artículo 639. Representación legal. Las corporaciones son representadas por las personas
autorizadas por las leyes o las ordenanzas respectivas, y a falta de una y otras, por un acuerdo
de la corporación que confiera este carácter.”

“Artículo 1468. Aceptación de donaciones. <aparte tachado inexequible> nadie puede aceptar
sino por sí mismo, o por medio de una persona que tuviere poder especial suyo al intento, o
poder general para la administración de sus bienes, o por medio de su representante legal.

Pero bien podrá aceptar por el donatario, sin poder especial ni general, cualquier ascendiente o
descendiente legítimo suyo, con tal que sea capaz de contratar y de obligarse.

Las reglas dadas sobre la validez de las aceptaciones y repudiaciones de herencias o legados
se extienden a las donaciones.”

“Artículo 1505. Efectos de la representación. Lo que una persona ejecuta a nombre de otra,
estando facultada por ella o por la ley para representarla, produce respecto del representado
iguales efectos que si hubiese contratado él mismo.”

“Artículo 1507. Promesa por otro. Siempre que uno que los contratantes se comprometen a
que, por una tercera persona, de quien no es legítimo representante, ha de darse, hacerse o no



hacerse alguna cosa, esta tercera persona no contraerá obligación alguna, sino en virtud de su
ratificación; y si ella no ratifica, el otro contratante tendrá acción de perjuicios contra el que
hizo la promesa.”

Código de Comercio.

“Artículo 12. Personas habilitadas e inhabilitadas para ejercer el comercio. Toda persona que
según las leyes comunes tenga capacidad para contratar y obligarse, es hábil para ejercer el
comercio; las que con arreglo a esas mismas leyes sean incapaces, son inhábiles para ejecutar
actos comerciales.

El menor habilitado de edad puede ejercer libremente el comercio y enajenar o gravar, en
desarrollo del mismo, toda clase de bienes.

Los menores no habilitados de edad que hayan cumplido 18 años y tengan peculio profesional,
pueden ejercer el comercio y obligarse en desarrollo del mismo hasta concurrencia de dicho
peculio.

Los menores adultos pueden, con autorización de sus representantes legales, ocuparse en
actividades mercantiles en nombre o por cuenta de otras personas y bajo la dirección y
responsabilidad de éstas.”

“Artículo 62. Sanciones por violación de reserva de los libros.  El revisor fiscal, el contador o el
tenedor de los libros regulados en este título que violen la reserva de los mismos, será
sancionado con arreglo al código penal en cuanto a la violación de secretos y correspondencia,
sin perjuicio de las sanciones disciplinarias del caso.”

“Artículo 117. Prueba de la existencia, cláusulas del contrato y representación de la
sociedad. La existencia de la sociedad y las cláusulas del contrato se probarán con certificación
de la cámara de comercio del domicilio principal, en la que constará el número, fecha y notaría
de la escritura de constitución y de las reformas del contrato, si las hubiere; el certificado
expresará, además, la fecha y el número de la providencia por la cual se le concedió permiso
de funcionamiento y, en todo caso, la constancia de que la sociedad no se halla disuelta.

Para probar la representación de una sociedad bastará la certificación de la cámara respectiva,
con indicación del nombre de los representantes, de las facultades conferidas a cada uno de
ellos en el contrato y de las limitaciones acordadas a dichas facultades, en su caso.”

“Artículo 118. Inadmisión de pruebas contra el tenor de las escrituras. Frente a la sociedad y a
terceros no se admitirá prueba de ninguna especie contra el tenor de las escrituras otorgadas
con sujeción a los artículos 110 y 113, ni para justificar la existencia de pactos no expresados
en ella.”



Cuando se trate de personas mayores no será necesario indicar sino esta circunstancia sin
expresar la edad. El número de años cumplidos se anotará sólo cuando se trate de menores
adultos, o de adoptantes y adoptados en las escrituras de adopción.

Decreto 2668 de 1988.

“Artículo 1º Sin perjuicio de la competencia de los jueces civiles Municipales, podrá celebrarse
ante Notario el matrimonio civil, el cual se solemnizará mediante escritura pública con el lleno
de todas las formalidades que tal instrumento requiere. El matrimonio se celebrará ante el
Notario del Círculo del domicilio de la mujer. Los menores adultos celebrarán el matrimonio con
el permiso de sus representantes legales, en la forma prevista por la ley.”

Decreto 2148 de 1983.

“Artículo 24. Se entiende cumplido el requisito de indicar la edad del testigo que firma a ruego
con la afirmación que se haga de ser mayor de edad, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 26 del Decreto-ley 0960 de 1970.”

Código Civil.

“Artículo 117. Permiso para el matrimonio de menores.  aparte tachado derogado por el artículo
70 del decreto 2820 de 1974. los menores de la edad expresada no pueden contraer
matrimonio sin el permiso expreso, por escrito, de sus padres legítimos o naturales. Si alguno
de ellos hubiere muerto, o se hallare impedido para conceder este permiso, bastará el
consentimiento del otro; y estando discordes, prevalecerá en todo caso la voluntad del padre.”

“Artículo 1771. Definición de capitulaciones matrimoniales. Se conocen con el nombre de
capitulaciones matrimoniales las convenciones que celebran los esposos antes de contraer
matrimonio, relativas a los bienes que aportan a él, y a las donaciones y concesiones que se

ARTÍCULO 26. EDAD DE LOS
OTORGANTES.
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quieran hacer el uno al otro, de presente o futuro.”

“Artículo 1781. Composición de haber de la sociedad conyugal. El haber de la sociedad
conyugal se compone:

1.) De los salarios y emolumentos de todo género de empleos y oficios devengados durante el
matrimonio.

2.) De todos los frutos, réditos, pensiones, intereses y lucros de cualquiera naturaleza que
provengan, sea de los bienes sociales, sea de los bienes propios de cada uno de los cónyuges y
que se devenguen durante el matrimonio.

3.) Del dinero que cualquiera de los cónyuges aportare al matrimonio, o durante él adquiriere,
obligándose la sociedad a la restitución de igual suma.

4.) De las cosas fungibles y especies muebles que cualquiera de los cónyuges aportare al
matrimonio, o durante él adquiere <sic>; quedando obligada la Sociedad a restituir su valor
según el que tuvieron al tiempo del aporte o de la adquisición.

Pero podrán los cónyuges eximir de la comunión cualquiera parte de sus especies muebles,
designándolas en las capitulaciones, o en una lista firmada por ambos y por tres testigos
domiciliados en el territorio.

5.) De todos los bienes que cualquiera de los cónyuges adquiera durante el matrimonio a título
oneroso.

6.) <Numeral CONDICIONALMENTE exequible> De los bienes raíces que la mujer aporta al
matrimonio, apreciados para que la sociedad le restituya su valor en dinero.

Se expresará así en las capitulaciones matrimoniales o en otro instrumento público otorgado al
tiempo del aporte, designándose el valor, y se procederá en lo demás como en el contrato de
venta de bienes raíces.

Si se estipula que el cuerpo cierto que la mujer aporta puede restituirse en dinero a elección de
la misma mujer o del marido, se seguirán las reglas de las obligaciones alternativas.”

“Artículo 1783. Bienes excluidos del haber social. No obstante, lo dispuesto en el artículo
precedente, no entraran a componer el haber social:

1.) El inmueble que fuere debidamente subrogado a otro inmueble propio de alguno de los
cónyuges.

2.) Las cosas compradas con valores propios de uno de los cónyuges, destinados a ello en las
capitulaciones matrimoniales o en una donación por causa de matrimonio.



3.) Todos los aumentos materiales que acrecen a cualquiera especie de uno de los cónyuges,
formando un mismo cuerpo con ella, por aluvión, edificación, plantación o cualquiera otra
causa.”

Sentencia C-507 de 2004. Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.

“A la luz de la Constitución Política es inconstitucional fijar la edad mínima a los 12 años para
que las mujeres contraigan matrimonio, cuando ésta es de 14 años para los varones. La regla
supone afectar en alto grado (1) el derecho al desarrollo libre armónico e integral de las
menores y el pleno ejercicio de sus derechos, (2) el derecho a que el Estado adopte las
medidas de protección adecuadas y necesarias para garantizar tales derechos, y (3) el derecho
a la igualdad de protección de los niños. Impedir el matrimonio de las mujeres a los 12 años
afecta levemente, por el contrario, (4) el derecho a conformar una familia, y (5) el derecho a la
autonomía, y (6) no desconoce el margen de configuración del legislador en materia de
matrimonio. Por lo tanto, pesan mucho más los argumentos a favor de asegurar la igual
protección de niños. En conclusión, fijar en 12 años la edad mínima a partir de la cual las
mujeres pueden contraer matrimonio desconoce los mínimos de protección a que tienen
derecho, así como el principio de igualdad en la protección.

Teniendo en cuenta (i) que las reglas fijadas por el legislador en materia penal y en materia
laboral fijan la edad de catorce (14) años como el momento a partir del cual se deja de brindar
una protección reforzada al menor, mediante reglas de incapacidad; y (ii) la obligación
constitucional de garantizar igualdad de derechos y obligaciones, así como la igualdad de trato
y de protección entre hombres y mujeres, específicamente en lo que se refiere a la institución
del “matrimonio”, la Corte Constitucional precisará que la edad mínima para las mujeres en
esta materia será igual a la fijada por el propio legislador para los hombres (es decir, 14 años),
hasta tanto el propio Congreso de la República no decida reformar las normas relevantes. El
margen de configuración del legislador comprende decidir si se quiere implementar una política
pública que eleve dicha edad o incluso establezca la mayoría de edad en ambos sexos para
contraer matrimonio.”

Procedimiento Notarial y Registral- Año: 2014. Autor: Nicolas Vargas Otalora.

“INTERVENCIÓN NOTARIAL EN MATERIA
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SUCESORAL Y TESTAMENTARIA

1. ASPECTOS GENERALES RELATIVOS AL TESTAMENTO

(…)

1. Capacidad para testar

La capacidad jurídica para testar es especial, razón por la cual los principios que la rigen no
coinciden con los que gobiernan la capacidad civil en general.

La capacidad es, en una u otra, la regla común, siendo la excepción la incapacidad. Sin
embargo, en tratándose de capacidad especial para testar, la regla común se amplía, así como
también es más amplio el caso de las incapacidades.

Entonces, de acuerdo con el artículo 1061 del Código Civil no son hábiles para testar:

a) El impúber.

b) El que se halle bajo interdicción por causa de discapacidad mental.”[66]

Procedimientos en sede Notarial- Año: 2006. Autora: Julia Esther Tobón Agudelo.

“Matrimonio

(…)

Capacidad

Es decir, los contrayentes deben ser plenamente capaces de obligarse por sí mismos,
consagrándose en la Ley una excepción a esta norma general, y es permitiendo que los
menores adultos puedan contraer matrimonio válidamente, así lo señala el Artículo 117 del
Código Civil cuando dice que los menores pueden contraer Matrimonio con el consentimiento
de sus padres, en concordancia con lo señalado en el Artículo 140 numeral 2º Ib. que estipula
que el matrimonio es nulo cuando se ha celebrado entre un hombre menor de 14 años y una
mujer menor de 12, es decir, impúberes, sin embargo dice el artículo 143 de la misma
codificación que si la menor aunque siendo impúber ha concebido, no habrá lugar a la nulidad,
como tampoco si ésta no se intenta dentro de los tres meses siguientes en que los impúberes
hayan Llegado a la pubertad. La doctrina ha entendido que, si el menor impúber ha sido capaz
de engendrar, igualmente el matrimonio celebrado por éste con mujer púber también será
válido. Pero la H. Corte Constitucional e sentencia C- 507 de mayo 25 de 2004, magistrado
ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, dispuso que ambos meno-res, hombre o mujer,
alcanzan la pubertad a los catorce (14) años, aboliendo la diferencia que existía de que la
mujer era incapaz absoluta sólo hasta los doce (12) años, en tanto el hombre lo era hasta los
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catorce (14) años, ahora todas las personas son incapaces absolutos por minoría de edad hasta
los 14 años. sin distinción alguna.”[67]

(…)

“Disolución y liquidación de sociedad conyugal

(…)

Capitulaciones matrimoniales

(…)

El menor adulto, hábil para contraer matrimonio, podrá, con la autorización de las personas que
deben dar el consentimiento para la celebración de este, hacer las estipulaciones que podría
hacer si fuere capaz, con excepción de la renuncia de gananciales, o enajenación o gravamen
hipotecario o servidumbres de bienes inmuebles, porque para éstas siempre es necesario la
autorización judicial. Pero si quien desea contraer el matrimonio es incapaz por una causa
diferente a la minoría de edad y se encontrare bajo guarda, el guardador debe autorizar las
capitulaciones que celebre su pupilo.”[68]
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Quien disponga de un inmueble o constituya gravamen sobre él, deberá indicar la situación jurídica
del bien respecto de la sociedad conyugal, caso de ser o haber sido casado.

Código Civil.

“Artículo 1771. Definición de capitulaciones matrimoniales. Se conocen con el nombre de
capitulaciones matrimoniales las convenciones que celebran los esposos antes de contraer
matrimonio, relativas a los bienes que aportan a él, y a las donaciones y concesiones que se
quieran hacer el uno al otro, de presente o futuro.”

“Artículo 1783. Bienes excluidos del haber social. No obstante, lo dispuesto en el artículo
precedente, no entraran a componer el haber social:

1.) El inmueble que fuere debidamente subrogado a otro inmueble propio de alguno de los
cónyuges.

2.) Las cosas compradas con valores propios de uno de los cónyuges, destinados a ello en las
capitulaciones matrimoniales o en una donación por causa de matrimonio.

3.) Todos los aumentos materiales que acrecen a cualquiera especie de uno de los cónyuges,
formando un mismo cuerpo con ella, por aluvión, edificación, plantación o cualquiera otra
causa.”

“Artículo 1789. Subrogaciones de inmuebles de la sociedad conyugal. Para que un inmueble se
entienda subrogado a otro inmueble de uno de los cónyuges, es necesario que el segundo se
haya permutado por el primero, o que, vendido el segundo durante el matrimonio, se haya

ARTÍCULO 27. SITUACIÓN
JURÍDICA DEL INMUEBLE
RESPECTO A LA SOCIEDAD
CONYUGAL.
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comprado con su precio el primero; y que en la escritura de permuta o en las escrituras de
venta y de compra se exprese el ánimo de subrogar.

Puede también subrogarse un inmueble a valores propios de uno de los cónyuges, y que no
consistan en bienes raíces; más para que valga la subrogación será necesario que los valores
hayan sido destinados a ello, en conformidad al número 2o. Del artículo 1783, y que en la
escritura de compra del inmueble aparezca la inversión de dichos valores y el ánimo de
subrogar.”

Ministerio de vivienda- Año: 2020. Cancelación gravámenes y limitaciones al derecho
de dominio constituidos a favor del ICT-INURBE-MVCT.

“Cancelar los gravámenes y limitaciones al derecho de dominio, que actualmente se
encuentren constituidos a favor de los extintos INSTITUTO DE CRÉDITO TERRITORIAL – ICT o
INSTITUTO NACIONAL DE VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL Y REFORMA URBANA – INURBE, así
como, los constituidos por el MINISTERIO DE VIVIENDA, CIUDAD Y TERRITORIO – MVCT como
subrogatorio de las enunciadas entidades. La cancelación de los gravámenes y limitaciones al
derecho de dominio se efectuará atendiendo lo dispuesto en el artículo 2.1.2.2.4.3 del Decreto
1077 de 2015, así como los artículos séptimo y segundo de la Ley 1001 de 2005, este último
derogado tácitamente por el artículo 277 de la Ley 1955 de 2019.”

Minutas relacionadas con la hipoteca.

Modelo de escritura pública de hipoteca con cuantía determinada.

Modelo de escritura pública de hipoteca abierta con cuantía indeterminada.

Modelo de escritura pública de compraventa y constitución de hipoteca.

Modelo de escritura pública de ampliación de hipoteca.

Modelo de escritura pública de cancelación de hipoteca, compraventa y constitución de
hipoteca.

Modelo de escritura pública de cancelación de hipoteca.
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Artículo modificado por el artículo 36 del Decreto 2163 de 1970. El nuevo texto es el siguiente: En
caso de representación, el representante dirá la clase de representación que ejerce y presentará
para su protocolización los documentos que la acrediten.

Si se trata de funcionarios públicos que representen al Estado, los Departamentos, Intendencias,
Comisarías o Municipios se indicará el cargo, y cuando sean necesarios se protocolizarán los
documentos de autorización.

L.A. del Artículo 28.

En caso de representación, el representante dirá la clase de representación que ejerce y
exhibirá los documentos que la acrediten. Si se trata de funcionarios públicos que representen
al Estado, los Departamentos, Intendencias, Comisarías o Municipios se indicará el cargo, y
cuando sea necesario se protocolizarán los documentos de autorización.

Circular No. 98 de 2023 de la Superintendencia de Notariado y Registro.

“Por esta razón, esta Superintendencia en desarrollo de las facultades de orientación
consagradas en el numeral 7 del artículo 24 del Decreto 2723 de 2014, modificado por el
artículo 6 del Decreto 1554 de 2022, y teniendo en cuenta el llamado efectuado por la
Superintendencia Delegada para el Registro, frente al número de notas devolutivas generadas
por la ausencia de tal requerimiento, se recuerda a todos los notarios del país que, cuando se
para que un poder general tenga la vocación de permitirle al apoderado disponer del derecho
de dominio sobre un inmueble, se requerirá que el poder general describa el inmueble con las
características estipulados por el artículo 89 del Decreto Ley 019 de 2012.”

ARTÍCULO 28.
REPRESENTACIÓN.
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Consulta 2021 ante la Oficina Asesora Jurídica Superintendencia de Notariado y
Registro OAJ-0056.

“Las normas referenciadas en torno a los poderes engloban un carácter especial y no genérico,
por lo que se deben aplicar de manera preferente en los trámites notariales. Lo anterior
obedece que las normas de carácter especial prevalecen en su aplicación sobre aquellas de
carácter general. Ahora nos referiremos al contenido normativo del Código General del Proceso,
donde en su artículo 74 señala: “Poderes. Los poderes generales para toda clase de procesos
solo podrán conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios procesos podrá
conferirse por documento privado. En los poderes especiales los asuntos deberán estar
determinados y claramente identificados.

El poder especial puede conferirse verbalmente en audiencia o diligencia o por memorial
dirigido al juez del conocimiento. El poder especial para efectos judiciales deberá ser
presentado personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o notario. Las
sustituciones de poder se presumen auténticas. Los poderes podrán extenderse en el exterior,
ante cónsul colombiano o el funcionario que la ley local autorice para ello; en ese último caso,
su autenticación se hará en la forma establecida en el artículo 251. Cuando quien otorga el
poder fuere una sociedad, si el cónsul que lo autentica o ante quien se otorga hace constar que
tuvo a la vista las pruebas de la existencia de aquella y que quien lo confiere es su
representante, se tendrán por establecidas estas circunstancias. De la misma manera se
procederá cuando quien confiera el poder sea apoderado de una persona. Se podrá conferir
poder especial por mensaje de datos con firma digital. Los poderes podrán ser aceptados
expresamente o por su ejercicio”.

A partir de la base normativa expuesta anteriormente, se desprende que no es requisito legal
el dirigir el poder a una persona determinada, luego si éste se otorgó dirigiéndose a un Notario
específico y lo van a hacer efectivo o a utilizar ante otro Notario, esto no es óbice para no
aceptarlo, e igualmente, por cuanto no constituye causal de terminación del mandato, señalada
por el artículo 2189 del C.C. 1; claro está, que el poder debe estar debidamente diligenciado.
Queda en los anteriores términos modificado el concepto SNR2018EE064103 de 30 de
noviembre de 2018, en lo relacionado al poder, lo demás queda vigente.”

Concepto Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Notariado y Registro de
2014.

“Unificación Criterio Jurídico Aplicación Artículo 89 del Decreto 019 del 2012.

¿Según lo estipulado en el artículo 89 del Decreto 019 de 2012, cuando se trata de un poder
general otorgado por escritura pública y verse sobre actos de disposición gravamen o
limitación, deberá identificarse el bien inmueble objeto de dicho acto?



Ahora bien, en tratándose del inciso segundo del Artículo 89 del Decreto 019 de 2012, no
obstante la “coma” que aparece después de la palabra especial, pareciera dar a entender que
la obligación se predica de los dos tipos de poderes descritos, esto es, especiales y generales;
al leer con detenimiento, se puede inferir que la utilización de la conjunción disyuntiva “O”,
tiene el propósito de distinguir un tipo de poder del otro, es decir, presentar dos supuestos
diferentes en los que proceden los actos de disposición, gravamen o limitación al dominio de
inmuebles, que son: 1. “El poder general por escritura pública o 2. El poder “especial, que
contenga únicamente la identificación precisa del inmueble o inmuebles, su ubicación,
dirección, número de matrícula inmobiliaria y cédula catastral”.

De otra parte, se hace necesario precisar que la palabra “que contenga”, consignada en el
Artículo objeto de estudio, está en singular y no en plural, de donde se colige que se trata
únicamente de los poderes especiales.2 De los postulados anteriormente expuestos, la Oficina
Asesora Jurídica concluye que cuando se trate de poderes generales a través de los cuales se
faculte la disposición, gravamen o limitación de bienes inmuebles, no es necesaria la
identificación de estos, siempre y cuando en este documento, preferiblemente en clausula
especial se faculte al apoderado para este tipo de actos.”

Decreto 1069 de 2015.

“Artículo 2.2.6.1.2.1.6. Prueba del ejercicio del cargo. El ejercicio del cargo de funcionario
público se acreditará con la correspondiente constancia o certificación.”

“Artículo 2.2.6.1.2.1.7. Poder en documento privado. El poder otorgado por documento privado
deberá ser presentado personalmente o reconocido ante juez o notario, con las formalidades de
ley.”

“Artículo 2.2.6.1.2.1.8. Poder para enajenar inmuebles. Quien otorgue poder especial para
enajenar, grabar o limitar un inmueble, lo identificará con el número de la matrícula
inmobiliaria, nomenclatura o nombre y lugar de ubicación.”

“Artículo 2.2.6.1.2.1.9. Poder otorgado en el exterior. El poder o la sustitución del mismo,
conferido en el exterior para realizar actos notariales en Colombia, deberá ser autenticado en la
forma indicada en los artículos 65 y 259 del código de procedimiento civil o las normas que lo
deroguen, adicionen, modifiquen o complementen.”

“Artículo 2.2.6.1.2.1.18. Definición de situación militar. El notario no permitirá el otorgamiento
del instrumento cuando no se le compruebe la definición de la situación militar por los
comparecientes que de acuerdo con normas legales deban cumplir este requisito, salvo en lo
relacionado exclusivamente con el estado civil. Cuando se actúe por poder, tal circunstancia
debe constar en él certificada por quien lo autentique, a menos que se acredite en el momento
de suscribir la escritura.”



Consulta No. 2856 de 2013 de la Superintendencia de Notariado y Registro.

“Poder General para disposición de bienes de una persona detenida y solicitada en extradición
por narcotráfico.

En el caso en consulta, considera esta oficina, que no se debe permitir el afinamiento de la
respectiva escritura pública contentiva de poder general, mediante la cual también se faculta
para vender, hipotecar y en general actos de disposición de los bienes inmuebles, a menos,
que el Juez que esté conociendo del caso certifique la situación jurídica del procesado, al igual
que si se le ha impuesto como pena la indemnización a las víctimas, o si se le adelanta un
proceso de extinción del dominio, etc., es decir, si el procesado puede enajenar sus bienes.”

Consulta No. 2344 de 2013 de la Superintendencia de Notariado y Registro.

“Efectos de la revocatoria de poder.

La jurisprudencia ha sostenido que el objeto propio de esta clase de contrato es la ejecución de
actos jurídicos que deben cumplirse por cuenta del mandante, tales como contratos,
cancelaciones, cobranzas, administración de un patrimonio, representación activas y pasivas
en juicio y otras de similar o parecida índole, actos que el mandatario ejecuta a nombre y por
cuenta y riesgo del mandante, de tal suerte que este último hace o debe hacer las veces del
dueño, de manera que si el representante es quien materialmente ejecuta el acto, sus efectos
se producen para el representado, siempre que la realización jurídica se haya efectuado como
resultado de la voluntad delegada de la persona que se dice representar.”

(…)

“A través de la Instrucción Administrativa No. 5 de 2011, en relación con los poderes otorgados
por escritura pública se señala: ‘Si el poder se otorgó por escritura pública, el notado podrá
certificar, constatando con el respectivo instrumento, que este no ha sido revocado, es decir,
que en la escritura pública de constitución no existe nota de revocatoria, toda vez que quien
debe estar pendiente de la ejecución del mandato y de su revocatoria, es el poderdante.

Para que un documento se convierta en escritura pública, es fundamental cumplir con unos
requisitos formales que conducen a su realización total. En este sentido, legal y
doctrinariamente se reconoce un proceso de formación de la escritura púbica, compuesto de
varias etapas. La ley colombiana reconoce cuatro: Recepción, extensión, otorgamiento y
autorización.”

Ley 1564 de 2012.



“Artículo 74. Poderes. Los poderes generales para toda clase de procesos solo podrán
conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios procesos podrá conferirse
por documento privado. En los poderes especiales los asuntos deberán estar determinados y
claramente identificados.

El poder especial puede conferirse verbalmente en audiencia o diligencia o por memorial
dirigido al juez del conocimiento. El poder especial para efectos judiciales deberá ser
presentado personalmente por el poderdante ante juez, oficina judicial de apoyo o notario. Las
sustituciones de poder se presumen.”

“Artículo 251. Documentos en idioma extranjero y otorgados en el extranjero. Para que los
documentos extendidos en idioma distinto del castellano puedan apreciarse como prueba se
requiere que obren en el proceso con su correspondiente traducción efectuada por el ministerio
de relaciones exteriores, por un intérprete oficial o por traductor designado por el juez. En los
dos primeros casos la traducción y su original podrán ser presentados directamente. En caso de
presentarse controversia sobre el contenido de la traducción, el juez designará un traductor.

Los documentos públicos otorgados en país extranjero por funcionario de este o con su
intervención, se aportarán apostillados de conformidad con lo establecido en los tratados
internacionales ratificados por Colombia. En el evento de que el país extranjero no sea parte de
dicho instrumento internacional, los mencionados documentos deberán presentarse
debidamente autenticados por el cónsul o agente diplomático de la república de Colombia en
dicho país, y en su defecto por el de una nación amiga. La firma del cónsul o agente
diplomático se abonará por el ministerio de relaciones exteriores de Colombia, y si se trata de
agentes consulares de un país amigo, se autenticará previamente por el funcionario
competente del mismo y los de este por el cónsul colombiano.

Los documentos que cumplan con los anteriores requisitos se entenderán otorgados conforme
a la ley del respectivo país.”

Instrucción administrativa No. 5 de 2011 de la Superintendencia de Notariado y
Registro.

“Tratándose de un poder que no haya sido limitado por el transcurso del tiempo por parte del
mandante, ni frente al cual se configure alguna de las causales de expiración señaladas en el
artículo 2189, habrá de estimarse vigente.

Si el poder se otorgó por escritura pública, el Notario podrá certificar, constatando con el
respectivo instrumento, que éste no ha sido revocado, es decir, que en la escritura pública de
constitución no existe nota de revocatoria, toda vez que quien debe estar pendiente de la
ejecución del mandato y de su revocatoria, es el poderdante.”



Decreto 266 de 2000.

“Artículo 124.Prueba de la existencia y representación legal de las personas jurídicas de
derecho privado. Modificase el artículo 43 del Decreto 2150 de 1995, el cual quedará así:

Artículo 43. La existencia y la representación legal de las personas jurídicas de derecho privado
a que se refiere este capítulo se probará con certificación expedida por la Cámara de Comercio
competente, la cual llevará el registro de las mismas, con sujeción al régimen previsto para las
sociedades comerciales y en los mismos términos y condiciones que regulan sus servicios.

En todo caso, el control de legalidad estará a cargo de la autoridad que de conformidad con la
ley ejerza las funciones de inspección, vigilancia y control sobre tales entidades.”

Decreto 2148 de 1983.

“Artículo 13. El ejercicio del cargo de funcionario público se acreditará con la correspondiente
constancia o certificación.”

Código Civil.

“Artículo 1853. Prohibición de venta de establecimientos públicos por los administradores. Se
prohíbe a los administradores de establecimientos públicos vender parte alguna de los bienes
que administran, y cuya enajenación no está comprendida en sus facultades administrativas
ordinarias; salvo el caso de expresa autorización de la autoridad competente.”

“Artículo 1854. Prohibiciones del funcionario público y judicial de comprar los bienes con los
que han tenido relación debido al cargo. Al empleado público se prohíbe comprar los bienes
públicos o particulares que se vendan por su ministerio; y a los magistrados de la suprema
corte, jueces, prefectos y secretarios de unos y de otros, los bienes en cuyo litigio han
intervenido, y que se vendan a consecuencia del litigio, aunque la venta se haga en pública
subasta.

Queda exceptuado de esta disposición el empleado con jurisdicción coactiva que, conociendo
de alguna ejecución y teniendo, por consiguiente, el doble carácter de juez o de prefecto y
acreedor, hiciere postura a las cosas puestas en subasta, en su calidad de acreedor, cuya
circunstancia debe expresarse con claridad.”

“Artículo 1855. Prohibición de compra para tutores y curadores. No es lícito a los tutores y
curadores comprar parte alguna de los bienes de sus pupilos, sino con arreglo a lo prevenido



en el título de la administración de los tutores y curadores.”

Poder general y poder especial (ver literal k).
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No habrá lugar a la intervención de testigos instrumentales en las escrituras. Respecto de los
testamentos se estará a lo previsto en el Título 3o. del Libro III del Código Civil.

Código Civil.

“Artículo 1055. Definición de testamento. El testamento es un acto más o menos solemne, en
que una persona dispone del todo o de una parte de sus bienes para que tenga pleno efecto
después de sus días, conservando la facultad de revocar las disposiciones contenidas en él
mientras viva.”

“Artículo 1095. Testigos instrumentales.

Los testigos instrumentales depondrán sobre los puntos siguientes:

1o.) Si el testador aparecía estar en su sano juicio.

2o.) Si manifestó la intención de testar ante ellos.

3o.) Sus declaraciones y disposiciones testamentarias.”

Sentencia SC-4751 de 2018. Magistrado Ponente: Margarita Cabello Blanco.

“El testamento puede declararse nulo por falta de los específicos requisitos legales que deben
observarse en su otorgamiento, significa que es impugnable, a pesar de la presunción de
autenticidad que ampara a los documentos públicos, para demostrar la comisión de errores e
inexactitudes en las atestaciones del notario que lo autorice, ya que, si así no fuera, no habría
manera de desvirtuar su contenido cuando no se ajustan a la verdad.

ARTÍCULO 29. TESTIGOS
INSTRUMENTALES.

https://compendio.notarial.com.co/uploads/images/gallery/2023-11/7cFnormas-1.png
https://compendio.notarial.com.co/uploads/images/gallery/2023-11/auBjurisprudencia-1.png


La corte advirtió que la exigencia de la presencia de los testigos instrumentales en el acto de
otorgamiento del testamento “en todas sus partes” constituye una solemnidad que el artículo
11 de la Ley 95 de 1890 no permite que se omita. En efecto, la Sala indicó que su presencia es
fundamental, a fin de que escuchen las disposiciones del testador y puedan dar fe de ellas en
el futuro, en caso de controversia sobre su contenido y alcance o acerca de las formalidades en
su celebración.”


